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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor apoderado de la Parte Civil debidamente reconocida en el proceso, contra la decisión interlocutoria de fecha diecinueve (19) de Julio de dos mil seis (2006), por medio de la cual el señor Juez Sexto Penal del Circuito de esta capital dispuso decretar la nulidad de la vinculación de los Bancos de Bogotá y de Crédito, respectivamente, como terceros civilmente responsables en esta actuación.
2.- precedentes
2.1.- Los hechos que dieron origen a este averiguatorio, fueron puestos en conocimiento de la autoridad judicial mediante la denuncia instaurada el día cuatro (4) de diciembre de 2003 por el ingeniero JOSÉ ALBEIRO GALLEGO AGUDELO, en la cual narró que tuvo como secretaria privada a la joven CLAUDIA PATRICIA PÉREZ ROMÁN -aquí procesada-, persona ésta que aprovechando la confianza conferida se apropió de grandes sumas de dinero (cantidad que al momento se acerca a los trescientos millones de pesos). Para ese efecto, alteró cheques, pagarés y CDt’s, tanto en el Banco de Bogotá como en el Banco de Crédito de esta ciudad.
2.2.- A petición del apoderado de la Parte Civil reconocida en el proceso, la Fiscalía Seccional dispuso la vinculación formal de las citadas entidades financieras, habida consideración a que habían autorizado hacer efectivos los títulos valores (cheques, pagarés y Certificados de Depósito a Término) que representaban las cantidades de las cuales, según se afirma, se apropió la aquí comprometida CLAUDIA PATRICIA PÉREZ ROMÁN, sin tomar las precauciones debidas de conformidad con el contrato de cuenta corriente.
2.3.- Los apoderados designados por los Bancos, ante la señora Fiscal Diecinueve Seccional que conocía de la instrucción contestaron la demanda de Parte Civil por medio de la cual se solicitó la vinculación como Terceros Civilmente Responsables, a cuyo efecto argumentaron: 
(i) por parte de la apoderada del Banco de Crédito: que debían prosperar a modo de “excepción” o como causal de “nulidad”, las siguientes: culpa exclusiva de la víctima; inexistencia de los presupuestos de responsabilidad por incumplimiento del contrato de parte del cuentahabiente; caducidad; y pago regular.
(ii) por parte del apoderado del Banco de Bogotá: que aquí procedía la causal de nulidad consistente en la incompetencia del Juez Penal para definir este asunto, toda vez que lo que aquí se debate es una controversia cuyo Juez natural es el Civil como quiera que tiene por fuente el incumplimiento de un contrato (el derivado de la cuenta corriente).
2.4.- La señora Fiscal hizo caso omiso de esas peticiones que contenían los escritos de contestación a la demanda y de manera escueta en su providencia calificatoria simplemente dijo: “No es menester que este despacho se pronuncie respecto a lo increpado por los apoderados de la entidad y la persona que se tienen -sic- como terceros civilmente responsables pues ello es del resorte del Juez de la causa”.

2.5.- Los interesados tuvieron que esperar al traslado correspondiente del artículo 400 de la Ley 600 de 2000, ante el señor Juez Sexto Penal del Circuito a quien correspondió conocer de la causa, para reiterar ante este otro funcionario judicial la pretensión invalidante de lo decidido por parte de la Fiscalía. En esta ocasión, ambos apoderados unificaron sus pretensiones hacia la anulación.
2.6.- El señor Juez de conocimiento, en un primer momento, se pronunció desfavorablemente a las nulidades solicitadas, pues estimó que el tema propuesto estaba dentro de su órbita funcional, habida consideración a que no se debía esperar que un Juez Civil conociera lo que bien podía definirse de una vez y de manera conjunta con la acción penal. Contra esta determinación interpuso apelación la señora apoderada del Banco de Crédito, en tanto el representante judicial del Banco de Bogotá interpuso reposición y en subsidio apelación. Al conocer del recurso horizontal, el Juez de la causa decidió revocar su providencia y en reemplazo decretó la NULIDAD de la vinculación de los Bancos como terceros civilmente responsables, con fundamento en que efectivamente, como lo sostuvo el señor apoderado del Banco de Bogotá, entre las entidades crediticias aludidas y la persona aquí imputada, no existía vínculo alguno de dependencia, en consecuencia, era inexistente la causa de la obligación que respaldara un compromiso en condición de terceros civilmente responsables; así las cosas, el tema debía ser tratado única y exclusivamente ante la jurisdicción civil.
2.7.- Contra esta última determinación, el representante de la Parte Civil se mostró inconforme y la recurrió en apelación ante esta Corporación, a cuyo efecto argumentó: 
· Es procedente el recurso de apelación contra este auto que decretó una revocación por vía de la reposición, por estarse frente a puntos nuevos que para él fueron sorpresivos y que perjudican a su representado (la víctima).

· No es la sola dependencia laboral, de sangre o de autoridad, lo que determina quién puede ser llamado a responder como tercero civilmente responsable con respecto al autor de un daño, pues más allá de esas específicas circunstancias, existe una fuente de mayor fuerza: la ley, en nuestro caso el artículo 2347 C.C. que enseña que toda persona es responsable no solo de sus propias acciones “sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado”. Norma que armoniza con el artículo 46 de la Ley 600 de 2000, la cual dispone que: “están solidariamente obligados (…) las personas que resulten responsables penalmente y quienes, de acuerdo con la ley sustancial deban reparar el daño”.

· La “culpabilidad” de los Bancos luce ostensible como producto de su incuria o negligencia. El nexo con el delito es evidente, pues el pago no se hubiera hecho de haberse presentado una revisión cuidadosa por parte de esas entidades. Fue ante ellas “donde se hizo USO de los documentos adulterados”, de donde deduce que: “las omisiones funcionales de tales entidades forman parte del iter criminis”. 
· Finalmente, si en verdad se considera que las entidades no tuvieron ninguna participación en la consumación de estos punibles y que es una instancia judicial diferente la competente, “tales declaraciones deberán estar satisfactoriamente motivadas y formularse en el momento procesal oportuno, esto es, en la sentencia que según su contenido hará o no tránsito a cosa juzgada”.
2.8.- Ante la última determinación adoptada en la primera instancia, la apoderada del Banco de Crédito desistió del recurso de apelación, y simultáneamente con el representante del Banco de Bogotá intervinieron como partes no recurrentes, para solicitar en forma principal, que se negara el recurso interpuesto por el apoderado de la Parte Civil por ser abiertamente improcedente, habida consideración a que no podía existir recurso de recurso, es decir, que el auto que resolvió la reposición no admitía recurso alguno toda vez que no definió un asunto nuevo. En forma subsidiaria, en caso de darse trámite al recurso, solicitan del Tribunal la confirmación de la providencia que anula la vinculación de los Bancos terceros civilmente responsables, como quiera que no tienen ningún vínculo con la aquí procesada, ni en los folios aparecen cargos que comprometan a alguno de los dependientes de las dos entidades financieras que representan. Reiteran que la única culpa aquí recae en la víctima, toda vez que fue su propia torpeza la que dio origen al desfalco por la desmesurada confianza que le concedió a su Secretaria privada. Se debe declarar que los Bancos obraron en forma diligente y si el pago se hizo no es atribuible a negligencia alguna de los empleados, pues no son expertos grafólogos que pudieran detectar las anomalías; antes bien, el cuentahabiente incumplió las reglas de manejo que contiene el contrato en su condición de cliente responsable de la cuenta corriente.
2.9.- Sin fundamentación alguna, el Juzgado cognoscente decide conceder el recurso de apelación interpuesto.
3.- Para resolver, se considera
Son múltiples las inconformidades que están en la base de esta confrontación, unas de orden formal o procesal y otras de índole sustancial o sustantiva. De todos modos, encuentra la Sala que la evacuación ordenada de cada uno de los puntos problemáticos propuestos, nos implica un pronunciamiento acerca de:
Aspectos formales o de procedimiento: (i) ¿estuvo bien tramitado lo referido al momento y forma en que se vincularon los Bancos a este diligenciamiento; (ii) ¿es la figura de la nulidad la llamada a aplicarse en este caso? y (iii) ¿es procedente el recurso de apelación interpuesto por la Parte Civil? 

Aspectos sustanciales o de fondo: (i) ¿qué personas pueden ser vinculadas a un proceso penal en calidad de Terceros Civilmente Responsables y bajo qué presupuestos?, (ii) ¿son los Bancos personas jurídicas legitimadas por pasiva para ser llamados en esa condición, cuándo si o cuándo no?, y (iii) ¿hay lugar a un pronunciamiento previo acerca de la desvinculación que se solicita, o por el contrario lo debatido debe ser materia de decisión final en la sentencia?
3.1.- LO DE FORMA

3.1.1.- El Trámite
De conformidad con lo establecido en la Sentencia C-1075-02, el tercero: “puede ser vinculado desde la presentación de la demanda de parte civil, pero no será posible vincularlo con posterioridad al auto que decreta el cierre de la etapa probatoria”. Situación diferente a lo que acontece con la posibilidad de la imposición de medidas cautelares de embargo y secuestro sobre bienes que lo afecten, pues estas deben ser posteriores a la Resolución de Acusación (art. 72 Ley 600 de 2000). 
En la misma decisión del Alto Tribunal, se deja en claro que: “El procedimiento, las acciones y recursos que se aplican a la intervención del tercero civilmente responsable se encuentran en el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y en lo no regulado por éstos, en las normas de procedimiento civil que no sean incompatibles con la naturaleza del proceso penal. Por lo tanto, el tercero civilmente responsable puede, entre otras actuaciones, llamar en garantía, denunciar el pleito, proponer nulidades, y emplear los medios de defensa necesarios para exonerarse de su responsabilidad”. 
Para el caso que nos ocupa, la vinculación formal de los terceros se llevó a cabo en los términos de ley, como quiera que se hizo una vez admitida la Parte Civil y antes del cierre investigativo; empero, estuvo mal el proceder de la señora Fiscal, cuando no se pronunció acerca de los mecanismos de defensa que intentaron los apoderados de las entidades financieras para procurar su desvinculación, toda vez que postergó esa determinación, a nuestro modo de ver indebidamente, para que fuese el Juez de conocimiento de turno quien en el período posterior del juicio hiciera un pronunciamiento al respecto, bajo el entendimiento equivocado en el sentido que necesariamente debía ser un Juez y no un Fiscal quien resolviera el asunto.
3.1.2.- La nulidad
Observa la Sala, que tanto las partes como el señor Juez, se han pronunciado acerca de “la nulidad” de la vinculación de los Terceros Civilmente Responsables. Término utilizado sin mayores prevenciones, excepción hecha de la apoderada del Banco de Crédito, quien sostuvo que su pretensión la hacía a modo de “excepción” o de ser pertinente “como nulidad”. 
A decir verdad, el Tribunal no encuentra que el término “nulidad” sea el aplicable en estricto sentido a este caso singular. Lo decimos así, porque lo propio en tratándose de las desvinculaciones de los sujetos procesales, es la REVOCACIÓN de esa vinculación, como sería por caso la revocación del auto que reconoce la Parte Civil en caso de establecerse con posterioridad que esa vinculación fue inapropiada (v.gr. por no tratarse de la persona directamente afectada con el punible, etc.). 
El fenómeno de la nulidad involucra aquellas determinaciones que poseen ejecutoria material y no formal, en consideración a la dependencia que sobre ella tengan otras posteriores; además, cuando hay lugar a restablecer la relación jurídica sustancial. Y, a decir verdad, el acto de vinculación del tercero es una determinación autónoma y para el asunto que nos concita no hay lugar a restablecer algún hecho anormal in procedendo.
En consideración a que se ha ejercido el legítimo derecho de contradicción al contestar la demanda por las personas llamadas a responder de conformidad con un vínculo contractual preexistente, lo procedente, creemos, es darle el término preciso que este tipo de oposiciones posee en el ámbito procesal civil, no otro que el de excepciones, las cuales deben ser resueltas en forma diversa según se trate de una excepción previa o de una excepción de mérito.
3.1.3.- ¿Procede el recurso de apelación interpuesto?
Muy a pesar de la ardua polémica suscitada en cuanto a la procedencia de este recurso, el señor Juez de primer grado, en su condición de autoridad competente para conceder o negar la alzada, omitió hacer cualquier pronunciamiento al respecto y sin mayor miramiento la concedió.
La posición de los togados, debidamente sustentada, merecía una motivación en pro o en contra por parte del a quo. Ante la omisión detectada, es deber de la Sala hacer una reflexión que supla la inquietud de los no recurrentes y en tal sentido se dirá:
Es aparentemente válido argumentar que no pueden existir recursos de recursos, y que estos no pueden quedar indefinidos en el tiempo por seguridad jurídica. Obviamente que no, y precisamente por esto la norma que cita el señor apoderado de la Parte Civil en sustento (art. 348 C.P.C.), autoriza los recursos contra las providencias que definen una reposición, cuando y sólo cuando: “contengan puntos nuevos no decididos en la anterior”. 
La letrada que representa los intereses del Banco de Crédito, trajo a colación jurisprudencia según la cual: “Al decidir el recurso, el Juez puede revocar la providencia anterior, o modificarla o negar la solicitud. Si revoca o confirma, contra este auto no puede proponerse otra vez el mismo recurso…”. Visto así, a primera vista, podría pensarse que cuando en una reposición el Juez decide revocar su propia providencia, como es el asunto que aquí nos convoca, contra esta determinación no procede recurso alguno; sin embargo, es de entenderse que no hay lugar a más recursos por parte del mismo sujeto que pidió la reposición, pero no para aquellas otras partes que omitieron cualquier pronunciamiento anterior y a quienes la nueva determinación los sorprende y perjudica.

Nadie puede negar que el apoderado de la Parte Civil tenía interés en recurrir en caso de que la primera determinación del Juez Sexto Penal del Circuito hubiese sido la de anular la vinculación de los terceros. Luego entonces, ¿cómo pensar que ese mismo interés no le asiste ahora cuando esa determinación sobrevino posteriormente como consecuencia de la reposición interpuesta por otro sujeto procesal contra el auto que le favorecía? Desde luego que sí le asiste interés en presentar la apelación o de lo contrario se le estaría cercenando su derecho a la doble instancia.
No puede ser argumento válido el que se propone por los no recurrentes, cuando advierten que el apoderado de la Parte Civil no intervino como parte “no recurrente” en el momento en que le dieron traslado de la reposición interpuesta. Y no es argumento atendible puesto que esa intervención como parte no recurrente es facultativa, optativa, no obligatoria; en consecuencia, no es vinculante para él esa omisión.
Así las cosas, el Tribunal considera que sí debe conocer de fondo este recurso.
3.2.- LO SUSTANTIVO
3.2.1.- Condiciones para la vinculación como tercero.
Hay lugar al ejercicio de la acción civil dentro del proceso penal, para efectos de la reparación del daño y resarcir los perjuicios materiales o morales derivados del delito, independientemente de los demás intereses que le son reconocidos a la víctima. Son tres los grupos llamados a reparar: en primer término, el causante del hecho antijurídico ya como autor, ora como partícipe en forma solidaria; en segundo lugar, quien se enriqueció con el ilícito; y, quien en condición de tercero debe responder por el culpable.
Esos terceros o garantes, se subdividen a su vez en dos grupos: los terceros civilmente responsables, que son aquellas personas naturales o jurídicas que de conformidad con las leyes civiles deben responder por las acciones u omisiones de otro; y los terceros incidentales o de buena fe, que son las personas que sin estar obligadas a responder civil o penalmente, tienen afectado un derecho patrimonial por efectos de la conducta punible y el trámite del proceso penal. Nos ocuparemos, como corresponde, sólo a lo que tiene relación con el primer subgrupo (terceros civilmente responsables).
Para que sea procedente la vinculación de los terceros civilmente responsables, se requiere una obligación derivada de un delito y un nexo de relación entre ese tercero y la persona causante del daño. Si la fuente del deber de reparar no es la conducta punible, o no existe ese nexo de dependencia, es improcedente la vinculación. Precisamente, con el análisis de constitucionalidad de esta figura, contenido en la sentencia C-1075-02, se tiene lo siguiente: 
Del contexto normativo que rige la figura del tercero civilmente responsable dentro del proceso penal, se concluye lo siguiente: 1. El fundamento que permite que el tercero civilmente responsable sea vinculado al proceso penal surge, por ejemplo, de las obligaciones de vigilancia,
 de supervisión,
 de cuidado,
 o de la relación de subordinación
 que establece el Código Civil para ciertas personas.

Es de entenderse, que esa responsabilidad civil por el hecho ajeno o responsabilidad indirecta
, puede ser atribuida a las personas jurídicas, ya que ellas comprometen su responsabilidad por conducto de sus representantes, por actividades peligrosas por culpa probada o por faltas del servicio.  

Ha mencionado la Sala de Casación Penal de la Corte
, que los terceros son responsables con carácter colateral o indirecto, por las consecuencias del hecho punible de otro. Y, más concretamente, en lo que hace con el vínculo de dependencia, señaló: “Tales patrones o empleadores pueden incurrir en la llamada “culpa in eligendo” o “in vigilando”, referida la primera a la escogencia de sus subordinados; y la segunda, a los medios que utilicen para evitar que causen accidentes (…) Aquí no se habla de culpa civil, sino de hecho punible, con la que muy claramente se indica que existe una especie de responsabilidad civil por el hecho ajeno sobre la que extiende su competencia al Juez Penal y es la que tiene como fuente el hecho punible”.
Finalmente, hay que precisar que esa responsabilidad civil por el hecho ajeno, es de orden EXTRACONTRACTUAL y mal llamada “indirecta” (la jurisprudencia actual aclara este término como se dirá en el capítulo siguiente), dada su íntima relación con la realización de un ilícito cometido por otra persona por la cual se debe responder. La doctrina autorizada sobre el tema expone: […] en el sistema de la responsabilidad civil por el hecho ajeno, impropiamente llamada indirecta, se consagra un deber jurídico concreto de algunas personas de vigilar, elegir y educar a otros que son las que directamente cometen el ilícito causante del perjuicio (…) en el fondo constituye una garantía que ofrece la ley a los damnificados en aras de esa debilidad a que antes se hacía referencia…
 Y más específicamente, que: “Por tanto, esas personas pueden ser vinculadas al proceso penal cuando las que están bajo su vigilancia y cuidado son procesadas penalmente (…) El tercero civilmente responsable es entonces una persona natural o jurídica que debe vigilar o cuidar al procesado y que como tal responde por él civilmente (…) Pero además de las personas que de acuerdo con la ley tienen la obligación de vigilar y cuidar, también se pueden vincular aquellas que en virtud de un contrato o convención (v.gr. el de seguros que da lugar al llamamiento en garantía), contraen la obligación de responder patrimonialmente por el procesado pues, según el artículo 1602 del Código Civil, el contrato es una ley para las partes”
 (lo entre paréntesis y las negrillas son de esta Sala).
3.2.2.- Posibilidad de vincular a una entidad Bancaria
En lo que hace a las entidades financieras, se presenta una doble connotación, de importante diferenciación para el caso que nos ocupa. De un lado, estas personas jurídicas deben responder ante sus clientes por las deficiencias en la prestación de sus servicios, es decir por el vínculo CONTRACTUAL que surge del contrato de cuentacorriente o de ahorro. Y de otro, puede surgir su responsabilidad por el hecho delictivo en que incurra uno de sus dependientes, en cuyo caso, la responsabilidad que asume no es de orden contractual sino EXTRACONTRACTUAL.

Frente al primer tipo de responsabilidad –contractual-, se tiene lo referido al pago de cheques falsos o alterados, y se encuentra regulada en los dispositivos 732 y 733 del Código del Comercio, los cuales son del siguiente tenor:

Art. 732: Tobo banco será responsable a un depositante por el pago que aquel haga de un cheque falso o cuya cantidad se haya aumentado, salvo que dicho depositante no notifique al banco, dentro de los tres meses después de que se le devuelva el cheque, que el título era falso o que la cantidad de él se había aumentado.

Si la falsedad o alteración se debiere a culpa del librador, el banco quedará exonerado de responsabilidad.

Art. 733: El dueño de una chequera que hubiere perdido uno o más formularios y no hubiere dado aviso oportunamente al banco sólo podrá objetar el pago si la alteración o la falsificación fueren notorias.

En lo que hace al segundo tipo de responsabilidad -la extracontractual-, en fallo de Julio seis (6) de 2006, Radicación 4733-01, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema reiteró su doctrina invariable consistente en que las entidades bancarias responden directamente por los hechos irregulares de sus subalternos, sin importar el cargo que ocupen. Se trata de una responsabilidad civil extracontractual pero directa, es decir, el banco responde como directo causante del daño, razón por la cual la culpa o el dolo de sus empleados le son atribuibles a la persona jurídica. 

Sólo se presenta la exoneración de responsabilidad en este caso, si se demuestra que los hechos no están relacionados con las funciones que cumple la institución y no tienen ninguna conexión significativa con éstas; o, cuando se logra romper esa presunción de responsabilidad en el banco al demostrarse culpa exclusiva en cabeza de la víctima (en nuestro caso el propio cuentacorrentista). Por vía jurisprudencial se ha aclarado igualmente
, que la carga de la prueba acerca de la notoriedad en la falsificación del documento, la tiene el cuentahabiente y no el Banco.
3.2.3.- Pronunciamiento previo o posterior (en la sentencia)
Se alega por parte del recurrente, que el análisis de los planteamientos acerca de la procedencia o improcedencia de esta vinculación de los Bancos como terceros civilmente responsables, debe hacerse en el fallo y no a esta altura procesal.
Este argumento, debe unirse a lo ya tratado acerca de si estamos frente a la figura de la nulidad, de la revocatoria o de las excepciones. Y es así porque, si de lo que se trata es de solucionar de una vez la incompetencia del funcionario para resolver este tipo de asuntos, lo cual constituye causal de nulidad o de excepción previa en su caso, que es precisamente lo aquí planteado por los apoderados de los Bancos vinculados, no hay razón para posponer este debate a un momento posterior –el fallo-. 

La Sala estima por tanto, que debe definirse de una vez si la vinculación ordenada por la Fiscalía en el período instructivo es o no procedente, sin que para el efecto corresponda hacer elucubraciones en torno a si existió o no culpa del banco en el pago de los títulos, esto es, si hubo o no hubo incumplimiento en el contrato de cuenta corriente tanto de parte de las entidades y/o de parte de la víctima en su condición de cuentacorrentista.
Debe quedar claro por tanto, que sí corresponde al Tribunal definir este momento procesal la legitimación por pasiva, en armonía con la potestad que le asiste al Juez Penal para dirimir este conflicto; empero, no debe la Corporación precipitarse a definir las responsabilidades contractuales como es la pretensión adicional que nos plantea la representante judicial del Banco de Crédito (no recurrente).
3.3.- EL CASO CONCRETO
Hechas esas aclaraciones necesarias y tomando en cuenta todos los puntos jurídicos de referencia, corresponde a la Corporación abordar el caso concreto en los siguientes términos:

- Nadie pone en duda que la única persona que ha sido llamada a responder por este daño, derivado de un ilícito penal, es la joven CLAUDIA PATRICIA PÉREZ ROMÁN, a la sazón dependiente privada de quien se dice víctima.
- No se discute correlativamente tampoco, que no hay p<ersonal de ninguno de los Bancos vinculados (de Bogotá y de Crédito) como coautores o copartícipes en esta ilicitud; luego entonces, no existe formalmente una atribución de responsabilidad penal para ninguna de estas dos entidades.

- Entre la citada CLAUDIA PATRICIA PÉREZ ROMÁN (procesada) y las mencionadas entidades financieras, no existe ningún vínculo de subordinación o dependencia. Muy por el contrario, lo que está probado es que la acusada sí tenía una relación funcional con la víctima, Ingeniero JOSÉ ALBEIRO GALLEGO AGUDELO (cuentacorrentista denunciante). De igual modo, que las apropiaciones se llevaron a cabo en atención, según se afirma, al aprovechamiento de la confianza existente en esta relación personal de índole laboral. 

- La comprometida PÉREZ ROMÁN, era una dependiente encargada de hacer las gestiones bancarias a nombre de GALLEGO AGUDELO, luego entonces, actuaba en forma independiente a las directivas del Banco.

Por todo lo expuesto, inexiste un deber de cuidado in eligendo o in vigilando por parte de las directivas de los Bancos aquí vinculados en la persona de la aquí inculpada, como para podérseles atribuir una responsabilidad civil EXTRACONTRACTUAL por el hecho ajeno al cual se ha hecho referencia.

Si algo existe, es un compromiso estrictamente CONTRACTUAL derivado de un acuerdo de voluntades entre la víctima aquí denunciante y los referidos Bancos, pero nunca entre estas entidades y la procesada; con lo cual, se rompe todo nexo de este tipo que dé sustento a la vinculación como terceros civilmente responsables.

El análisis de un potencial incumplimiento a ese deber CONTRACTUAL originado en las cuentas corrientes de las cuales es o era titular GALLEGO AGUDELO, es tema que escapa al Juez Penal pues se trata de una relación independiente sin nexo directo con el delito al cual se contrae este procedimiento y sin que en esa relación sustancial Banco-cliente esté involucrada la joven en contra de la cual se ha proferido Resolución de Acusación.
Así las cosas, asiste total razón a los apoderados de los Bancos cuando exponen ese factor de incompetencia y hay lugar a declarar probada la excepción previa que en tal sentido se sustenta. Queda por tanto al interesado proponer su pretensión ante la jurisdicción civil como corresponde.

Bajo esos precisos términos y con las aclaraciones que se han hecho, la última decisión adoptada por el señor Juez de primera instancia debe confirmarse.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda), CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito objeto de impugnación, en los términos indicados en la parte motiva de esta providencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� Fl. 341 C.O.II.


� Código Civil, Artículo 2346. “Los menores de 10 años y los dementes no son capaces de cometer delito o culpa; pero de los daños por ellos causados serán responsables las personas a cuyo cargo estén dichos menores o dementes, si a tales personas pudiere imputárseles negligencia.”


� Código Civil, Artículo 2348. “Los padres serán siempre responsables del daño causado por las culpas o los delitos cometidos por sus hijos menores, y que conocidamente provengan de mala educación, o de hábitos viciosos que les han dejado adquirir.”


� Código Civil, Artículo 2347, modificado por el artículo 65 del Decreto 2820 de 1974. “Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar el daño, sino del hecho de aquellos que estuvieren bajo su cuidado. Así, los padres son responsables solidariamente del hecho de los hijos menores que habiten en la misma casa. Así, el tutor o curador es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia y cuidado. Así, los directores de colegios y escuelas responden del hecho de sus discípulos mientras estén bajo su cuidado, y los artesanos y empresarios, del hecho de sus aprendices o dependientes, en el mismo caso. Pero cesará la responsabilidad de tales personas, si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho.”


� Código Civil, Artículo 2349. Los amos responderán del daño causado por sus criados o sirvientes, con ocasión de servicio prestado por éstos a aquellos; pero no responderán si se probare o apareciere que en tal ocasión los criados o sirvientes se han comportado de un modo impropio, que los amos no tenían medio de prever o impedir empleando el cuidado ordinario y la autoridad competente; en este caso recaerá toda la responsabilidad del daño sobre dichos criados o sirvientes. En algunos casos, puede concurrir como fuente  de la responsabilidad el riesgo creado por el guardián de la cosa (artículos 2350, 2351 y 2354 C.C).


� Código Civil, arts. 2747 a 2349.


� C.S.J. Sentencia de Marzo 12 de 1997, Rad. 9393, M.P. Jorge Enrique Córdoba Poveda.


� GONZÁLEZ NAVARRO, Antonio Luis. El Tercero Civilmente Responsable. Leyer, Bogotá, 2003, pg.27


� MARTINEZ RAVE, Gilberto y MARTÍNEZ TAMAYO, Catalina. Responsabilidad Civil Extracontractual, Undécima Edición, Temis, Bogotá, 2003, pgs. 173-176.


� C.S.J, Sala de Casación Civil, Septiembre 08 de 2003, Exp. 6909, M.P. César Julio Valencia Copete.
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